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Las relaciones entre Universidad de Costa Rica y Contraloría General de la República deben ser enfocadas de conformidad con las normas de la Constitución Política. Es evidente, aunque no sobra expresarlo, que la autonomía universitaria debe ser respetada por los tres Poderes de la República, el Tribunal Supremo de Elecciones, las Municipalidades, la Contraloría General, como también por todas las personas, físicas o jurídicas, entes u órganos, de Derecho público o de Derecho privado. 

Las funciones propias de la Contraloría General, establecidas en el texto de la Constitución, no deben ser confundidas con otras funciones adicionales, provenientes de leyes ordinarias. La jerarquía de las fuentes de Derecho debe ser aplicada de modo correcto.
 Esta elemental distinción tiene particular importancia para la Universidad de Costa Rica porque se encuentra sujeta, claro está, a las normas de la Constitución pero no a las normas legales que, de cualquier manera, incidan en alguna de las distintas manifestaciones de la autonomía universitaria.

La Universidad de Costa Rica está regulada por las normas supremas de la Constitución Política que establecen la independencia en el desempeño de las funciones universitarias, en su gobierno, en su organización, y en su capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. Las leyes emanadas de la Asamblea Legislativa no pueden menoscabar, ni eliminar lo que se encuentra definido por las normas constitucionales. Las disposiciones legales que amplían las atribuciones constitucionales de la Contraloría General de la República no son aplicables a la Universidad de Costa Rica.

1.
El artículo 84 de la Constitución Política 
Al aprobarse la Constitución Política, en el año 1949, se estableció la autonomía universitaria en los siguientes términos:  

“La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios.”
 

Esas palabras de la versión original han permanecido intactas y continúan teniendo el mismo sentido: garantizarle a la Universidad de Costa Rica la autonomía necesaria para permitirle cumplir con sus funciones. Esta institución desempeña directamente todas sus funciones, con libertad, sin dependencia y sin interferencia de ningún otro ente u órgano.  

En el lenguaje común, se entiende como institución aquel organismo que desempeña una función de interés público, especialmente benéfico o docente.
 Al referirse a la Universidad de Costa Rica, la Constitución establece que esta institución carece de subordinación en sus funciones y que ostenta capacidad jurídica en grado pleno. 
El artículo 84 consagra seis manifestaciones de la autonomía universitaria: 1) independencia en sus funciones, 2) capacidad jurídica plena para adquirir derechos y contraer obligaciones, 3) capacidad jurídica plena para darse su propio gobierno, 4) capacidad jurídica plena para darse su propia organización, 5) patrimonio propio o hacienda universitaria, 6) financiación del Estado.
 Estos seis aspectos o manifestaciones de la autonomía universitaria se complementan y se vinculan intrínsecamente de modo tal que no pueden ser analizados en forma aislada. Se implican, necesariamente, unos a otros.
A la Contraloría General de la República la Constitución también la considera institución aunque con carácter de auxiliar de la Asamblea Legislativa.
 A pesar de poseer independencia en sus funciones, la Contraloría General es un órgano, no un ente, y carece de capacidad jurídica para darse su gobierno y su organización; tampoco tiene titularidad sobre un patrimonio propio. También la Constitución menciona las instituciones autónomas del Estado,
 que son personas jurídicas carentes de capacidad para otorgarse su gobierno y organización.
 La única institución autónoma que conserva capacidad de gobierno es la Caja Costarricense de Seguro Social.

2.
Independencia funcional
De modo diferente a las otras instituciones, la Universidad de Costa Rica es una institución estatal con independencia funcional y con plena capacidad jurídica para darse tanto su gobierno como su organización propios y, además, para contratar. Su capacidad jurídica tiene más amplitud que la de las instituciones autónomas y, en general, de las instituciones descentralizadas. La autonomía universitaria no es resultado de un proceso legal de descentralización administrativa; es consecuencia de la estructura del Estado costarricense en su Constitución.
 Al haberse elevado a rango constitucional la autonomía universitaria, no se redujo el ámbito de competencia anterior atribuido al Poder Ejecutivo o a la Asamblea Legislativa. En el propio texto constitucional se estableció, al mismo tiempo, el alcance de las competencias del Ejecutivo, del Legislativo y de la Universidad de Costa Rica.
Es una institución de cultura superior. La noción de cultura superior se vincula con la búsqueda inagotable de la Verdad, el Bien, la Belleza, la Justicia, con el cultivo elevado de la inteligencia, de la ciencia, del arte, de la técnica; con todo aquello que tenga relación con la condición humana y su perfeccionamiento, con el proceso de humanización en todos sus ámbitos. Se relaciona también con la función universitaria de ser conciencia crítica, lúcida o moral de la nación.

Resulta muy significativo que, al darse origen a la Universidad de Costa Rica en 1940, se hubiese expresado en su Ley Orgánica que se creaba una institución docente y de cultura superior que tendrá por misión cultivar las ciencias, las letras y las bellas artes, difundir su conocimiento y preparar para el ejercicio de las profesiones liberales
 y que posteriormente, en el texto constitucional, se hubiese expresado de modo lacónico que es una institución de cultura superior, no una simple casa de enseñanza, mera transmisora de conocimientos preexistentes. No es que hubiese desaparecido la función docente, sino que se estableció, como fin u objetivo de la institución, la cultura superior, que abarca la docencia y todas las restantes funciones universitarias.

Dentro del concepto de funciones universitarias están comprendidos todos los medios y todas las actividades relacionadas con los distintos aspectos de la cultura superior que la propia institución universitaria hubiese decidido desempeñar. Parte importante de estas actividades está dirigida a la preparación de profesionales para el ejercicio en las distintas disciplinas científicas. Las funciones universitarias no quedan limitadas a ello. Implican actividad académica, de investigación, de extensión o acción social, en todas las múltiples facetas que pueda requerir la cultura superior. Las funciones universitarias están referidas a todos estos servicios, que para poder ser brindados requieren de actos concretos para su prestación. Se precisa de un aparato administrativo. Es necesaria la contratación de funcionarios y la organización de actividades. Es necesaria la adquisición de bienes y de servicios. Las actividades laborales o las actividades administrativas no pueden separarse de las funciones de docencia, investigación o acción social. La actividad administrativa, la función administrativa, no existe en forma aislada. Administrar es, siempre, administrar algo. También trabajar es, siempre, trabajar en algo. La función docente sin medios, sin actividad administrativa, resultaría imposible. Es absurdo reducir la independencia universitaria, restringiéndola tan solo a funciones típicamente académicas, desconociendo no solamente la amplitud de la noción de cultura superior, sino también la capacidad jurídica plena de la Universidad en temas de contratación, de organización y de gobierno, que matizan de modo peculiar la totalidad de la actividad universitaria.

Se entiende por función, en general, la actividad desarrollada por las instituciones públicas para el cumplimiento de sus cometidos. Esta actividad proviene del ejercicio de una potestad, que es una autorización dada por el ordenamiento jurídico para actuar sobre la comunidad y los individuos, dirigiendo su conducta hacia la consecución de un bien común. Función es el conjunto de actos jurídicos o actividades materiales que sirven para el cumplimiento de los fines públicos.
 Funciones universitarias, en consecuencia, son no solamente impartir lecciones o investigar científicamente, sino que también comprenden todos aquellos actos jurídicos o actividades materiales que, directa o indirectamente, resulten necesarios para cumplir con los fines o funciones propios de la institución universitaria. 
La Universidad posee independencia en el desempeño de sus funciones, de todas sus funciones.
 El término independencia también está utilizado en otras normas de la Constitución. Costa Rica es República democrática, libre e independiente.
 Se trata de una independencia frente a otros Estados. La independencia funcional de la Universidad se predica frente al Estado, a sus órganos y al resto de las instituciones. El Gobierno de la República se ejerce por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, que son distintos e independientes entre sí.
 El ejercicio del gobierno, potestad o poder también compete, en su ámbito, a las Universidades estatales y a las Municipalidades, lo mismo que —dentro de su competencia propia— a las personas privadas. Esta independencia recoge el principio clásico de separación y equilibrio entre Poderes. Al estructurarse el Estado se hizo una distribución de la soberanía que, expresada en poderes específicos, se asignó no solo a los tres Poderes de la República y al Tribunal Supremo de Elecciones sino también, participadamente, a otros entes públicos menores
 y a la Universidad de Costa Rica. Las funciones, y la independencia en funciones, atribuidas a la Universidad de Costa Rica tienen carácter originario en el texto constitucional. No provienen de una decisión de la Asamblea Legislativa ni del Poder Ejecutivo. No se trata de que las atribuciones ejecutivas o legislativas hubiesen sido comprimidas para originar las funciones universitarias. Por ello, la Universidad no es un ente público menor. Es una institución estatal que goza de independencia en el desempeño de sus funciones y de completa capacidad jurídica en su organización, gobierno y en la adquisición de derechos y obligaciones. La institución universitaria está regulada tanto por las normas de la Constitución Política, de las que depende directamente —sin intermediación de disposiciones del Poder Legislativo ni del Poder Ejecutivo—, como por las propias disposiciones universitarias. No existe subordinación de la Universidad a la Asamblea Legislativa ni al Poder Ejecutivo.

Quien pretendiera entender que el artículo 88 de la Carta Magna permite a la Asamblea Legislativa aprobar leyes relativas a las funciones universitarias, estaría incurriendo en error porque este artículo se refiere a materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica, lo cual debe entenderse necesariamente sin perjuicio de las distintas manifestaciones de la autonomía universitaria consagradas por la Constitución Política. 
La Sala Constitucional ha hecho importantes aclaraciones en torno al artículo 88. Esta disposición establece que, de previo a la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica o de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír al Consejo Universitario o al órgano director correspondiente. La Sala Constitucional señaló que a las Universidades estatales se les ha concedido un marco general de autonomía, conforme al artículo 84 de la Constitución y, además, se les ha dotado “… de un trato especial en lo que atañe al procedimiento legislativo para la discusión y aprobación de proyectos de ley, en materias que sin estar dentro del ámbito autonómico, tengan que ver con las universidades estatales, según lo dispone el artículo 88…”
 
Si la Asamblea Legislativa pudiera legislar de modo irrestricto sobre cualesquiera materias universitarias, con el único requisito formal de oír previamente al Consejo Universitario, la autonomía universitaria nunca hubiera existido en la Constitución. El contenido del artículo 84 hubiera quedado vacío como consecuencia del artículo 88. La relación entre ambas normas, armónica y coherente, que ha hecho la Sala Constitucional, con toda claridad, no solo reconoce la autonomía universitaria en todas sus manifestaciones, sino que además la fortalece, porque indica que la Asamblea Legislativa podría dictar leyes en materia universitaria, siempre que tales leyes no interfieran la esfera de autonomía. Es posible el ejercicio de la potestad legislativa siempre que no fuera materia considerada bajo el régimen del artículo 84. Esta autonomía no es un espacio reducido solo a funciones (reducidas, además, solo a enseñanza). La autonomía comprende todas las funciones universitarias y también, de modo inescindible, todas sus otras manifestaciones esenciales.
La Constitución también ha otorgado independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores a la Contraloría General de la República.
 Esta independencia no impide que estas funciones puedan ser reguladas o aumentadas mediante leyes ordinarias.
 La peculiar independencia funcional de la Universidad de Costa Rica, por su naturaleza constitucional, está intrínsecamente vinculada con su plena capacidad jurídica para gobernarse, organizarse y contratar, todo lo cual impide cualquier regulación legal de sus funciones o de cualquiera de las otras manifestaciones de la autonomía. En igual sentido, su plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones no admite restricción, ni regulación, ni dirección, por disposiciones legales, ni por normas reglamentarias emanadas del Poder Ejecutivo. Conviene advertir que las regulaciones legales de carácter general, que establecen límites legítimos a la capacidad jurídica de las personas, sí pueden delimitar la capacidad jurídica contractual de la Universidad de Costa Rica.
 


3.
Capacidad jurídica completa

Hubiera sido suficiente que en el texto constitucional sencillamente se hubiera garantizado la capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica para adquirir derechos, contraer obligaciones, darse su propio gobierno y otorgarse su propia organización. El simple reconocimiento de capacidad jurídica implica que se posee sin restricciones, es decir, que se trata de una capacidad jurídica normal. Pero, para que no quedara duda alguna acerca de su amplitud, la Asamblea Nacional Constituyente agregó el adjetivo calificativo plena, que denota una capacidad jurídica total, suficiente, completa, que no necesita de elemento alguno adicional para poder ser ejercitada. 

El Código Civil establece que  

“La capacidad jurídica es inherente a las personas durante su existencia de un modo absoluto y general. Respecto de las personas físicas, se modifica o limita, según la ley, por su estado civil, su capacidad volitiva o cognoscitiva o su capacidad legal; en las personas jurídicas, por la ley que las regula”.
  
La norma jurídica que regula la capacidad de la Universidad de Costa Rica es el artículo 84 de la Constitución que, como se ha destacado, establece una capacidad jurídica en grado pleno. Junto a la capacidad jurídica, inherente a toda persona, suele mencionarse la capacidad de obrar que es la idoneidad para realizar eficazmente actos jurídicos o, en otros términos, la capacidad para adquirir y ejercitar derechos y asumir obligaciones.
 En los casos en que la capacidad de obrar se encuentra restringida, por tratarse de menores de edad o de personas carentes de capacidad mental, se requiere de un representante que actúe a nombre del incapaz. Los padres de familia, tutores o curadores actúan como representantes. La Universidad de Costa Rica ejerce sus derechos y adquiere obligaciones directamente, no por la mediación de terceras personas, sino mediante la actuación de sus órganos. Su capacidad jurídica plena comprende la capacidad de obrar o de actuar.

Esta capacidad jurídica permite a la Universidad de Costa Rica adquirir derechos de todo tipo y, en general, contraer obligaciones de naturaleza contractual, cuasicontractual y extracontractual.
 Los contratos que celebre la Universidad de Costa Rica, en ejercicio de esta capacidad jurídica plena, no requieren de autorizaciones previas, ni de refrendos, otorgados por órganos o entes ajenos a la propia Universidad. Ninguna ley, conviene insistir, puede restringir o condicionar esta capacidad jurídica completa. Cualquier disposición jurídica, que no proviniera de la propia Universidad de Costa Rica, que intentara disminuir, condicionar o eliminar esa amplísima capacidad jurídica, sería absolutamente inválida e ineficaz.  
En este mismo sentido, también resulta inadmisible que la plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica sea lesionada por interpretaciones generales de la Sala Constitucional. Este alto Tribunal, utilizando una disposición legal que establece que su jurisprudencia y sus precedentes son vinculantes erga omnes,
 ha dictado interpretaciones normativas que han originado un caos en el ordenamiento jurídico. Un caso concreto es la imposición del refrendo de la Contraloría General a los contratos celebrados por todas las instituciones, lo que incluye a las Universidades. Fue interpuesta una inconstitucionalidad contra el refrendo de la Superintendencia de Entidades Financieras a los contratos de bancos estatales establecido por la Ley Orgánica del Banco Central.
 
Sin que viniera al caso, la Sala Constitucional consideró que el artículo 182 de la Constitución es de aplicación para toda la Administración Pública, sin excepción alguna. Este artículo no se refiere a los refrendos, sino a que los contratos que celebren los Poderes del Estado, las Municipalidades y las instituciones autónomas, se harán mediante licitación. El argumento utilizado por la Sala es insostenible: no permite generalizar la aplicación del refrendo. La única mención del refrendo que se hace en la Constitución se encuentra en el artículo 184, que no fue objeto de análisis: no se emitirá ninguna orden de pago contra los fondos del Estado sino cuando el gasto respectivo haya sido visado por la Contraloría; ni constituirá obligación para el Estado la que no haya sido refrendada por ella.
 La extrapolación hecha por la Sala Constitucional para originar la obligación de obtener el refrendo de la Contraloría General carece de todo fundamento. El Tribunal constitucional debió haberse circunscrito a declarar la inconstitucionalidad, sin llegar a “legislar” imponiendo un refrendo de la Contraloría a todas las instituciones públicas, incluyendo a las Universidades.

La Universidad de Costa Rica posee capacidad jurídica completa para darse su organización y su gobierno propios. En 1935, el profesor chileno Luis Galdames, a quien el Gobierno había encargado estudiar la posibilidad de reabrir la Universidad, elaboró un análisis en el que expresó, respecto de su autonomía, que

“… Desde un punto de vista técnico, ella presenta tres aspectos principales: el administrativo, el económico y el docente…” 

Estas ideas fueron tomadas en consideración al redactarse y aprobarse la Ley Orgánica de la Universidad de Costa Rica, que se expresaba así:

“La Universidad será autónoma y gozará de capacidad jurídica plena para adquirir derechos y contraer obligaciones…” 
 

y, además, 

“La dirección y gobierno de la Universidad, así como la administración de su patrimonio, estarán a cargo de la Asamblea Universitaria, el Consejo Universitario y el Rector…” 

Un tiempo después fue redactado el Proyecto de Constitución Política que contenía una disposición que inspiró el texto del actual artículo 84. Se decía así en ese Proyecto:

“Artículo 90.- La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que gozará de independencia para el desempeño de sus funciones y para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su propio gobierno” 

El Rector de la Universidad, don Fernando Baudrit, como miembro de la Asamblea Nacional Constituyente, desarrolló y amplió algunos de los conceptos expuestos por el profesor Galdames relacionados con los mencionados tres puntos de vista de la autonomía universitaria y, en concreto, con respecto a la autonomía administrativa dijo en una de las sesiones:

“… se entiende por autonomía administrativa el derecho que asiste a la Universidad para organizarse libremente, darse el gobierno propio que estime adecuado. En las mociones que hemos presentado, se establece esa autonomía…” 

La autonomía administrativa así conceptuada dio origen a dos importantes nociones incorporadas al texto constitucional: la capacidad jurídica para que la Universidad se diera su propia organización y la capacidad jurídica para que se diera su propio gobierno.
 

En una resolución de la Sala Constitucional fueron expuestas las nociones de autonomías de administración, gobierno y organización:

“… Existen en nuestro ordenamiento jurídico, tres formas de autonomía : a) administrativa, que es la posibilidad jurídica de que un ente realice su cometido legal por sí mismo sin sujeción a otro ente, conocida en doctrina como la capacidad de autoadministración; b) política, que es la capacidad de autodirigirse políticamente, de autogobernarse, de dictarse el ente a sí mismo sus propios objetivos; y, c) organizativa, que es la capacidad de auto organizarse, con exclusión de toda potestad legislativa. En los dos primeros casos, la autonomía es frente al Poder Ejecutivo y en el tercero, también frente al Poder Legislativo. La autonomía organizativa es propia de las universidades según se desprende del artículo 84 de la Constitución  Política…” 

Conforme a esto, tanto la autonomía administrativa como la autonomía política o de gobierno se ejercitan frente al Poder Ejecutivo. Ambas independencias también eran propias de las instituciones autónomas. La Constituyente de 1949 quiso alejarse del sistema centralista del poder que había prevalecido hasta entonces. Sin embargo, luego de haberse fortalecido la descentralización, poco a poco se fue incurriendo de nuevo en un proceso de recentralización del Estado.
  Se eliminó la independencia de gobierno de las instituciones autónomas y se dispuso que quedaran sujetas a la ley en esta materia.
 Prácticamente desapareció el régimen descentralizado. La autonomía de estas instituciones quedó como un nombre casi vacío de contenido: solo permaneció un residuo de autonomía administrativa.
 Las instituciones autónomas quedaron sujetas al sistema de planificación nacional dominado por el Poder Ejecutivo, sus juntas directivas fueron politizadas y quedaron controladas por el Ejecutivo, se les impuso un Presidente Ejecutivo designado por el Poder Ejecutivo, quedaron subordinadas a la Autoridad Presupuestaria y a un complejo sistema de autorizaciones y refrendos de la Contraloría General. La eliminación de la autonomía de gobierno tuvo como consecuencia que estas instituciones, al quedar controladas por el Poder Ejecutivo, llegaran a perder incluso su carácter de entes. Los entes autónomos fueron transformados de hecho en órganos dominados por el Poder Ejecutivo, con una reducida capacidad administrativa que casi no se distingue de la que corresponde a un simple órgano. El sistema original de descentralización fue sustituido, en la realidad, por un sistema de simple desconcentración.
 A las instituciones autónomas se les continúa reconociendo personería jurídica, pero su capacidad jurídica es tan limitada que en la realidad no se les diferencia de órganos o dependencias integrados dentro de un Poder Ejecutivo centralizado. Paradójicamente —o más bien por necesidad— en forma paralela a este proceso de recentralización ha ido apareciendo, cada vez con mayor frecuencia, la dotación de “personerías jurídicas instrumentales” a numerosas dependencias administrativas.
 

La autonomía universitaria, por su parte, ha permanecido incólume en la Constitución. La original capacidad de gobierno, atribuida a la Universidad de Costa Rica, comprende las funciones administrativas. La capacidad universitaria en materia administrativa es completa y debe relacionarse con la independencia de sus funciones y con las otras manifestaciones de la autonomía. 
Interesa destacar, asimismo, la plena capacidad jurídica para que la Universidad se otorgue su propia organización. En efecto, la autonomía organizativa consiste en la capacidad de auto estructurarse, excluyendo la interferencia de toda potestad legislativa o, en general, de cualquier potestad normativa extraña a la institución universitaria. Los reglamentos emitidos por la Contraloría General de la República, en cuanto incidan en la organización, en el gobierno, en la contratación o en las funciones de la Universidad de Costa Rica, no le son aplicables en razón de la autonomía constitucional.  


4.
Patrimonio propio: la hacienda universitaria
La Universidad de Costa Rica es titular de un patrimonio. Cualquier persona, por el hecho de ser persona, posee un patrimonio propio.
 Puede decirse esto de cualquier persona, física o jurídica, de Derecho público o de Derecho privado. Pero debe analizarse, necesariamente, el alcance de la capacidad jurídica del titular sobre su patrimonio. Si a una entidad se le confiere una capacidad jurídica notablemente restringida, no solamente se obstaculizan sus actividades, sino que probablemente se le esté eliminando su personalidad jurídica. Una entidad a la que se le cercene la capacidad de obrar impidiéndosele el ejercicio directo de sus derechos, subordinándola a un régimen de autorizaciones y aprobaciones a cargo de otra institución, de hecho deja de ser persona jurídica y queda transformada en una simple dependencia u órgano. La distinción entre capacidad jurídica y capacidad de obrar se aplica propiamente a las personas físicas. Todas poseen capacidad jurídica como consecuencia de su personalidad, pero su capacidad de obrar puede encontrarse restringida. En el Derecho romano la plena capacidad jurídica se daba al paterfamilias, que era homo sui iuris. El sometido al poder familiar era alieni iuris o alienae potestatis subiectus, carecía de capacidad patrimonial activa.
 La limitación de la capacidad de obrar a un menor de edad o a un incapaz no elimina su carácter de persona, como sí sucede en el caso de las personas jurídicas, especialmente en el Derecho público.

La Universidad de Costa Rica posee una autonomía que no es un nombre vacío. Es una autonomía funcional, de gobierno, de organización y de contratación. La Universidad es persona moral con plenitud de capacidad jurídica y esto no puede ser ignorado cuando se analiza su titularidad patrimonial. El patrimonio es ante todo el reconocimiento de un ámbito de libertad para la persona, el patrimonio supone la entrega de poderes económicos puestos a su servicio, para facilitar la vida social.
 El patrimonio universitario, la hacienda universitaria, es un conjunto de medios económicos que le permiten cumplir con sus funciones. Aunque la Universidad de Costa Rica es estatal, no se confunde con el Estado, ni queda absorbida por él. Se distingue del Estado e incluso puede enfrentarse al Estado, pudiendo existir contraposición de intereses. La hacienda universitaria, aunque perteneciente a un ente estatal, no es hacienda del Estado, ni se le puede confundir con la hacienda pública.

Un concepto genérico y ambiguo de hacienda pública, establecido en la Ley Orgánica de la Contraloría, intenta abarcar de modo indiscriminado todo tipo de bienes o de derechos patrimoniales pertenecientes al Estado o a cualesquiera entes u órganos estatales o públicos, abarcando incluso potestades y normas jurídicas.
 El significado de las palabras y la definición de términos lingüísticos no es tarea que competa al legislador. El término hacienda es definido por la Real Academia Española como conjunto de las rentas, impuestos y demás bienes de cualquier índole regidos por el Estado o por otros entes públicos.
 En la Ley mencionada se distingue, además, entre hacienda pública y patrimonio público, que es la universalidad de los fondos públicos y de los pasivos a cargo de los sujetos componentes de la hacienda pública. Esta universalidad patrimonial no permite hacer una equiparación de bienes, derechos, valores o de pasivos —todos de carácter público— dándoles un idéntico régimen jurídico. La autonomía universitaria, en sus distintas facetas, no desaparece en ese conjunto y los bienes universitarios no pueden quedar absorbidos ni confundidos con los que integran el patrimonio público. 
En sentido semejante, los sujetos componentes de la hacienda pública no conforman una única persona jurídica, indiferenciada. Tampoco puede otorgárseles un tratamiento jurídico idéntico, igualitario, desconociéndose sus particularidades.
   
El patrimonio propio de la Universidad de Costa Rica puede ser denominado correctamente como hacienda universitaria.
 Los activos patrimoniales universitarios, lo mismo que sus pasivos, no quedan absorbidos por la hacienda pública, ni confundidos en ella.

5.
Un ensayo abigarrado 
Algunos de los anteriores conceptos han sido expuestos en múltiples ocasiones, dentro y fuera de la Universidad de Costa Rica. Fueron motivados, en un inicio, por la indebida injerencia de la Contraloría General en el proceso de contratación universitaria.
 A partir de entonces ha sido estudiada con detenimiento la autonomía universitaria, al igual que las funciones propias de la Contraloría General. No significa esto que la investigación efectuada hubiese quedado circunscrita tan solo a las relaciones entre Universidad y Contraloría, ni que la autonomía universitaria se predique únicamente frente al órgano legislativo encargado de la vigilancia de la hacienda pública.

Sorpresiva fue la publicación de un ensayo elaborado por dos funcionarios de la Oficina de Contraloría de la Universidad de Costa Rica,
 que, aunque presentado como un insumo
 para estudio de las autoridades universitarias, lo cierto es que fue escrito con el propósito de cuestionar lo que llamaron la nueva posición de la Oficina Jurídica de la Universidad de Costa Rica sobre la autonomía universitaria que, según afirman los autores, se enfrenta a todas las diversas fuentes, congruentes entre sí, constituyendo tal posición un caso aislado y excepcional,
 una débil voz disidente ante la sólida y aparente unanimidad de pareceres. Tal como se expone a continuación, las diversas fuentes citadas por los autores carecen de congruencia, no resisten un examen y, por sí solas, se derrumban. 
Ese ensayo, cuyo título no corresponde a su contenido, tuvo como único objetivo criticar en forma polarizada la opinión de la Oficina Jurídica. Los autores emplean expresiones despectivas, tales como mitos (p. 17), proliferación de tesis novedosas y particulares (p. 18), utilización de una fuerte carga emocional (p. 22), que solo pueden resultar aplicadas a la única opinión cuestionada. En ningún caso puntualizaron las razones en las que se sustentaron para hacer tales calificaciones, lo que revela ausencia de peso argumentativo y de seriedad científica.

En ese ensayo no se hace un solo análisis de cuál es, concretamente, la denominada nueva posición de la Oficina Jurídica. Son mencionados de modo aislado algunos números de oficios elaborados por esta Oficina. Fue citada, casi de forma tangencial, una exposición que, sobre el tema de la autonomía universitaria y el control de la hacienda pública, fue hecha en un Foro de la Asamblea Colegiada Representativa el día 2 de mayo de 2005 (p. 51). Una síntesis de esta exposición lleva por título “Repensar la autonomía de la Universidad de Costa Rica”.
 
Los autores del ensayo no hicieron un solo análisis de los fundamentos de esa exposición, ni de esa síntesis, ni de su contenido, ni de sus conclusiones. Es inadmisible que un trabajo serio, sustentado sobre sólidos argumentos, fruto de una detenida, honda y madura reflexión científica, haya sido deliberadamente ignorado. Es intolerable que se desautorice una opinión sin haber sido examinada, sin haber sido aducido un solo motivo en su contra, sin haber sido cuestionadas sus bases. 
En vez de debatir con argumentos la nueva posición de la Oficina Jurídica, los autores en forma mutilada y fuera de contexto transcribieron algunos oficios de esta Oficina que, así copiados, resultan ininteligibles. Probablemente lo único que puede entenderse de esos extractos es el repudio ante el hecho de que, so pretexto de cumplir con sus funciones, la Contraloría General de la República y la Oficina de Contraloría Universitaria hayan pretendido convertirse en superiores jerárquicos de la Universidad de Costa Rica, invadiendo sus competencias, limitando sus legítimas atribuciones e imponiéndole deberes (p. 52).

Los autores del ensayo afirman que la autonomía universitaria no existe frente a la fiscalización financiera por parte del Estado (pp. 20 y 29).
 La Oficina Jurídica nunca ha puesto en duda las funciones de vigilancia de la hacienda pública que competen a la Contraloría General y que, como fiscalización, recaen sobre la Universidad de Costa Rica. Otra cosa, muy diferente, es la pretensión de la Contraloría General de ejercer potestades puramente legales sobre la Universidad, en contraposición a las atribuciones constitucionales que posee esta institución de cultura superior. Los autores, por tanto, han partido de bases falsas. Una cosa es la legítima fiscalización y otra, muy diferente, es el ilegítimo control, es decir, la interferencia, la imposición, la pretendida supremacía. La Contraloría General puede examinar, glosar y fenecer las cuentas de la Universidad de Costa Rica y de sus funcionarios, lo mismo que evaluar o controlar sus resultados.

Se apoyan en catorce o quince distintas citas de diferentes autores que contrastan con la nueva posición de la Oficina Jurídica. El Derecho es Ciencia y en materia científica no es aceptable el intento de desautorización aduciendo, cuantitativamente, un conjunto desarticulado de opiniones sacadas de contexto y que no han sido objeto del más breve análisis crítico.

Pretenden apoyar su postura en manifestaciones de don Rodrigo Facio y extractan algunos párrafos suyos expresados en la Asamblea Constituyente, que no tienen relación con la Universidad de Costa Rica (pp. 31 y 53), sino con las instituciones autónomas y con la Oficina de Presupuesto.

Truncan también algunas partes de una exposición oral del profesor Román Solís que, sin fundamento, dijo que en todo lo que no fuera quehacer típico universitario sí era posible la actividad de la Asamblea Legislativa por el principio de unidad estatal al cual debe someterse la Universidad de Costa Rica (pp. 35 y 53). Las actividades o quehaceres no constituyen el componente único de la autonomía universitaria. El expositor desconoce el contenido y los alcances del artículo 84 de la Constitución: consagra la independencia en el desempeño de las funciones universitarias, de todas las funciones universitarias, y además la autonomía universitaria comprende no solo las funciones, sino también otras importantes manifestaciones suyas, razón por la que a la Universidad de Costa Rica no se le puede dar el mismo tratamiento que a otras instituciones. 

Restringir la autonomía únicamente a las funciones significa reducir la autonomía de la Universidad y equipararla a la de cualquier otra institución del Estado o, incluso, a la de cualquier órgano desconcentrado. La autonomía universitaria no solo abarca funciones, como sí ocurre con las instituciones autónomas. El quehacer propio del Patronato Nacional de la Infancia consiste en la protección de la madre y del menor (artículo 55 de la Constitución); esas funciones no pueden ser eliminadas, ni modificadas, mediante la ley. La actividad peculiar de la Caja Costarricense de Seguro Social consiste en la administración y el gobierno de los seguros sociales (artículo 73 de la Constitución); tales funciones tampoco pueden ser modificadas por ley. Todas las instituciones autónomas gozan de independencia administrativa (artículo 188 de la Constitución). La Asamblea Legislativa no puede eliminar ni modificar tal independencia. Como resulta obvio, tampoco puede sustituir a una institución en sus actuaciones concretas. Cada entidad, lo mismo que cada órgano desconcentrado, goza de una esfera de competencia propia que debe ser respetada y que no admite interferencias.
 La autonomía no se puede reducir al simple respeto de las funciones universitarias. Tampoco puede restringirse aún más para comprender únicamente las funciones típicas. Con el calificativo típico el expositor pareciera querer circunscribir a unas pocas las funciones universitarias comprendidas dentro de la autonomía. Las funciones universitarias, todas, son típicas. Se considera típico lo distintivo o representativo de un tipo y, a su vez, tipo se define como ejemplo característico de una especie o género.

Quehacer peculiar, típico, de la Universidad es cualquier actividad comprendida dentro de sus funciones. Las funciones no están restringidas a la preparación de profesionales, ni solo a las tareas docentes. El avance de las ciencias, el progreso de la sociedad, la evolución de la cultura, entre muchos otros factores, determinan también un incremento en las funciones universitarias. La Universidad de hoy no puede ser observada desde una perspectiva de hace varios siglos. 

Las funciones no pueden ser enfocadas con criterios restrictivos. Y, además, jamás puede desconocerse que la autonomía universitaria comprende otras importantes manifestaciones: la plena capacidad jurídica para gobernarse, para organizarse y para contratar (artículo 84 de la Constitución).

Al argumentar el expositor que, dejando a salvo la típica actividad universitaria, el legislador sí puede legislar respecto de la Universidad, está aceptando que existe imposibilidad de la Asamblea Legislativa para aprobar leyes que invadan aquellos ámbitos pertenecientes a la autonomía universitaria. Su error estriba en que incorpora dentro de la autonomía únicamente las funciones, ignorando las restantes manifestaciones de esa autonomía consagradas por la Constitución Política: organización, gobierno y contratación. Por disposición constitucional, queda excluida la posibilidad de ejercicio de la potestad legislativa sobre la Universidad no solo respecto de las funciones universitarias, sino también respecto de las restantes manifestaciones de su autonomía.

En aquellos ámbitos ajenos a la autonomía reconocida por la Constitución sí es posible que la Asamblea Legislativa apruebe normas jurídicas, a las que la Universidad de Costa Rica tiene que someterse como cualquier otra persona física o jurídica, pública o privada. Aunque una ley pretenda ser aplicada en general a todas las instituciones públicas, no obliga a la Universidad de Costa Rica si interfiere en alguna de las manifestaciones de su autonomía. No se trata de que la Universidad desaplique o desobedezca a tales leyes, sino de que esas normas generales no penetran en el ámbito universitario, ni pueden regular —directa ni indirectamente— sus funciones, su gobierno, su organización, ni su contratación.

La exclusión de las leyes motivada por la autonomía universitaria no rompe la “unidad estatal”. La potestad de legislar emana de la soberanía. De igual modo, las distintas facetas de la autonomía universitaria surgen de la organización constitucional que Costa Rica se dio de modo soberano. A pesar de existir el comentado proceso recentralizador en el Estado costarricense, la autonomía universitaria subsiste. Las potestades de gobierno y de organización no son monopolio de los Poderes Ejecutivo o Legislativo. La unidad estatal no excluye la autonomía universitaria. El Estado unitario coexiste junto a todas las manifestaciones de esta autonomía.

Con respecto al Estado unitario, se ha afirmado que “… A diferencia de otro tipo de organización política como la federal o la autonómica o regional, en el Estado unitario la participación en la función administrativa de instancias territoriales o especializadas, no puede menoscabar en ningún momento la unidad de acción y mando político que corresponde a este tipo de Estado.” 
 La descentralización de carácter administrativo no elimina el carácter unitario del Estado. Tanto la descentralización por servicio o función, como la descentralización por territorio, implican traslado de competencias o funciones a entes de carácter administrativo, carentes de potestades de gobierno y de organización.
 El Estado unitario admite una estructura administrativa concentrada o desconcentrada, o una estructura descentralizada. No obstante, al Estado unitario suele caracterizársele por su unidad del poder, lo que implica unidad de reglas jurídicas, unidad de aplicación y unidad del aparato encargado de ejecución.
 

La Universidad de Costa Rica, como ha quedado expresado, no es una simple institución administrativa, que ostente independencia solo en el desempeño de sus funciones, sino que —además— posee plena capacidad jurídica para gobernarse, para organizarse y para contratar. No es un órgano concentrado, ni desconcentrado, como tampoco una simple institución descentralizada. Además de las funciones administrativas, ostenta funciones de gobierno y funciones organizativas, lo que la sitúa en una posición especial frente al Gobierno de la República, matizando cómo debe aplicarse a Costa Rica la noción de Estado unitario.
 Reconocer el carácter unitario no significa eliminar la autonomía universitaria, especialmente en cuanto a sus componentes de gobierno y de organización. La Universidad de Costa Rica no está sujeta a órdenes, directrices, instrucciones o circulares del Poder Ejecutivo, ni —dentro de lo que son las manifestaciones de su autonomía— a las disposiciones normativas emanadas del Poder Legislativo. La autonomía universitaria se expresa, al menos, en los ámbitos administrativo, gubernativo y político.

El ordenamiento jurídico está constituido no solo por las normas de carácter estatal. Existen tantos ordenamientos jurídicos como instituciones; tales instituciones están relacionadas entre sí de manera que sus ordenamientos, mientras permanecen distintos desde algunos puntos de vista, constituyen, desde otros, simples partes de un ordenamiento más amplio, esto es, elementos integrantes de una institución mayor.
 Las leyes emanadas del Poder Legislativo no pueden desplazar, ni sustituir, ni impedir, las disposiciones de carácter normativo dictadas por la Universidad de Costa Rica dentro del ámbito de su autonomía, es decir, en temas de funciones, de organización, de gobierno, de contratación. Las normas dictadas por la Universidad de Costa Rica con fundamento en la potestad otorgada por la Constitución Política se integran dentro del ordenamiento jurídico costarricense, del cual emana esa potestad.

La Universidad no es otro Estado dentro del Estado costarricense.
 No goza de extraterritorialidad, ni se beneficia de una privilegiada desaplicación de la legislación nacional. Tales aseveraciones, sostenidas por la Procuraduría General de la República (pp. 48 y 54),
 aunque acertadas, no significan que la Universidad de Costa Rica, como lo deducen de modo erróneo los autores del ensayo, se encuentre subordinada a la Contraloría General. La Universidad no es pertenencia del Estado, no es una cosa sobre la que el Estado ostente título de propiedad. No es una dependencia que pueda manejar a su antojo. La Universidad de Costa Rica es una persona jurídica estatal con independencia funcional y con capacidad jurídica plena. La Universidad de Costa Rica es Estado en el ámbito de sus atribuciones. Es el mismo Estado, es el propio Estado, el que actúa al actuar la Universidad. Esto no es exclusivo de la Universidad estatal. En sus actuaciones, también el Poder Judicial es Estado in actu. Lo mismo ocurre con otros órganos estatales que, al actuar, actúan como Estado. Las instituciones del Estado mantienen carácter orgánico, son Estado actuante, aunque ostenten personería jurídica.
 

La Universidad no posee extraterritorialidad, ni la reclama.
 Tampoco pretende la desaplicación de las leyes ni su desobediencia. Lo que sí defiende es su autonomía, su plena capacidad jurídica para organizarse, para gobernarse, para contratar. En consecuencia, las normas que le son aplicables no son todas las leyes emanadas de la Asamblea Legislativa, ni todos los reglamentos del Ejecutivo, o de las Municipalidades, o de la Contraloría General. Le son aplicables las normas de la Constitución, las normas universitarias provenientes de su organización y gobierno y las normas jurídicas que rijan la conducta de todas las personas, físicas o jurídicas, públicas o privadas. Estas son las normas aplicables a la Universidad y a las que está obligada a obedecer.

Es importante establecer la distinción entre límites y limitaciones legales.
 Los autores del ensayo citan a don Eduardo Ortiz, quien afirma que la Universidad está sometida a las regulaciones legales que afecten por igual a todos los sujetos (pp. 37, 36 y 56). En efecto, el régimen de sus propiedades o la comisión de delitos dentro de sus aulas se encuentran regulados por ley, al igual que las propiedades o los delitos de cualquier persona. Tales leyes son aplicables —en general— a todos los sujetos, físicos o jurídicos, de Derecho privado o de Derecho público. La regulación del tránsito por las calles universitarias no puede hacerse por ley, al contrario de lo señalado por don Eduardo. Las calles universitarias no son calles públicas. Son bienes privados de la Universidad.
 Sí son aplicables a la Universidad las normas legales de carácter general, tales como los Códigos Civil, de Comercio, de Trabajo, las normas de orden público inderogables por convenio y todas aquellas que versen sobre salud, seguridad, o bienestar general. No son aplicables a la Universidad aquellas normas legales que regulen únicamente determinadas actividades del sector público como, por ejemplo, los incentivos a profesionales en ciencias médicas de este sector. Admitir regulaciones como estas significa permitir la interferencia indirecta de la Asamblea Legislativa en el ámbito universitario. Es la propia Universidad la que regula su organización y su gobierno. No el Estado mediante leyes sectoriales.
 El ilustre profesor Ortiz omitió considerar que la autonomía universitaria va más allá de la enseñanza académica y esto motiva que su punto de vista carezca de una visión integral.
 Con los matices hechos, su opinión es valedera en cuanto indica que la actividad universitaria puede estar regulada por las leyes siempre que se trate de regulaciones generales, es decir, que establezcan límites generales al ejercicio de los derechos. Los límites definen el contenido normal de los derechos.

Es diferente el concepto de limitación, que significa una reducción, una restricción o disminución al contenido normal de los derechos. La ley puede establecer limitaciones a la actividad de las personas, pero tal restricción singular no puede violar disposiciones jurídicas de rango superior, como son las de carácter constitucional. La autonomía universitaria, en cualquiera de sus manifestaciones, no puede ser objeto de limitación —directa ni indirecta— por las leyes ordinarias. Imponer limitaciones implica reducir derechos.

Como posición de la Contraloría General de la República incluyen un conjunto de recortes de oficios en los que se repiten los argumentos expuestos por el profesor Ortiz, sin conocerse a qué tipo de cuestionamientos se refieren. Incurren en el error de indicar que la Constitución asigna función de control de la hacienda pública a la Contraloría General y esto no es cierto. El artículo 183 le asigna funciones de vigilancia, no de control. Estos términos no son sinónimos. Vigilancia es labor externa, que no interfiere en las funciones del ente u órgano fiscalizado. Control implica intervención en la denominada administración activa del ente u órgano vigilado.
 La vigilancia tiene fundamento constitucional; el control, únicamente base legal. Mediante mecanismos de control, la Contraloría interviene autorizando, aprobando, refrendando, conociendo de apelaciones, adjudicando, anulando, interviniendo en los procesos de formación de reglamentos, en los procesos de nombramiento de auditores internos, etc. Las leyes que amplían (de modo atípico) las atribuciones constitucionales de la Contraloría General en algo más que funciones de vigilancia, interfieren en la organización y el gobierno de la Universidad de Costa Rica y, por tanto, no pueden serle aplicadas.

En el ensayo también se trae a colación el extracto de un oficio de la Procuraduría General de la República que no difiere gran cosa de lo que ya se comentó del profesor Román Solís y en el que también se transcribe una parte de la resolución 1313-93 de la Sala Constitucional (p. 45), que ya había sido citada con anterioridad por los autores (p. 32).

La cita que hicieron de la resolución de la Sala Constitucional los llevó a concluir tan solo en que dicho Tribunal no se había ocupado de la autonomía universitaria en relación con el Poder Legislativo y a la aplicación del resto de las leyes nacionales, ni frente a las potestades de control y fiscalización (p. 34). Es falso que de esa resolución de la Sala Constitucional se pueda deducir tal conclusión. Por el contrario, en esa resolución se precisó que la Asamblea Legislativa no puede aprobar leyes que interfieran con la esfera de autonomía universitaria consagrada por la Constitución Política.

Los extractos de otras opiniones de los Diputados Constituyentes Volio Sancho, Dobles Segreda y Gómez Rojas (pp. 28 a 30), lo mismo que de los autores Escobar Pérez y Castro Bonilla (pp. 39 y 40), no aportan elementos adicionales de interés a este análisis.

Tal y como se ha analizado, el ensayo es superficial e incoherente en su exposición y, como consecuencia de ello, sus débiles bases y sus erradas conclusiones, caen por sí solas.

6.
La interpretación jurídica

Los autores del ensayo expresaron utilizar una metodología consistente “ … en la revisión pormenorizada de las actas del legislador constitucional con ocasión de la fundación de la Segunda República, específicamente, las actas de la Comisión Redactora del Proyecto de Constitución Política, y de la Asamblea Nacional Constituyente, a fin de intentar desentrañar el espíritu y ánimo original que movió a los Constituyentes al promulgar no solo la Autonomía universitaria, sino su papel dentro del Estado costarricense (…) cuyas apreciaciones son rescatadas literalmente tal y como fueron expresadas, para permitir su actual interpretación por parte de los destinatarios del presente documento…” (p. 17). Las actas de la Comisión Redactora no están utilizadas en el ensayo, como tampoco el proyecto de Constitución. Tampoco hicieron una revisión, ni mucho menos una revisión pormenorizada de las actas de la Asamblea Constituyente: los pocos párrafos entresacados por los autores no son representativos de lo mucho que se debatió sobre autonomía universitaria; hubo manifestaciones de gran importancia, que no fueron tomadas en consideración o, peor, ni siquiera conocidas por ellos. Las citas literales de los extractos, además, fueron acompañadas de comentarios de los autores del ensayo, lo que impide que puedan ser consideradas material intacto.

Al propio tiempo, manifestaron utilizar como interpretación jurídica “… la denominada interpretación histórico-teleológica, es decir, aquella que lleva por objeto el de dilucidar la voluntad y fines del creador de la figura jurídica (…) de tal manera que la interpretación actual,  se sujete a esa voluntad y sentido originarios, pasando desde luego por el análisis de las interpretaciones que desde 1949 a la fecha se han dado…” (p. 25). Los indicados párrafos, mal extractados, no permiten deducir la voluntad del “constituyente”. La voluntad del legislador constituyente no es lo que un aislado diputado hubiera manifestado como opinión, ni tampoco varios de ellos como grupo minoritario. Pero, además, los motivos y razones expuestos por los diputados, aunque fueran unánimes, no constituyen criterio único de interpretación de la norma, al que tengan que sujetarse en el futuro todos aquellos que tuvieran que aplicarla. Debe tenerse presente que las creaciones de la cultura, como lo son muchas normas jurídicas, una vez que son creadas adquieren una vida independiente, es decir, quedan separadas de sus autores y adquieren una vida propia que puede evolucionar y adaptarse a las nuevas realidades. La ruptura de ese cordón umbilical hace que la exposición de motivos o las opiniones de los diputados que las aprobaron tengan una importancia muy relativa. Los pocos datos aportados por los autores del ensayo no permiten un estudio histórico de la autonomía universitaria en Costa Rica. Tampoco existe un estudio teleológico: en el ensayo no existe un mínimo examen de fines u objetivos de la autonomía.

Los criterios de interpretación jurídica se recogen en el Código Civil:

“Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas”.

Este artículo recoge principios y criterios de interpretación aplicables a todas las ramas del Derecho. Nuestro sistema jurídico es escrito. Debe empezarse por obtener el significado de las palabras. Si son claras, basta su aplicación literal: in claris non fit interpretatio. Debe advertirse que el significado jurídico puede no coincidir con el del lenguaje común.
 

La interpretación sistemática analiza la norma en el conjunto de textos legales reguladores de la materia.
 Se echa en falta en el ensayo, el estudio profundo y sistemático de otras normas de la Constitución referidas, entre otros, a independencia, administración o instituciones autónomas.
 

El estudio de antecedentes históricos y legislativos es otro criterio de interpretación de la norma jurídica, pero no es el único, ni el principal. Implica leerla en su historia, indagar los antecedentes y circunstancias que le dieron vida.
 El ensayo comentado carece de investigación histórica. La incorporación de extractos inconexos de opiniones aisladas jamás podría ser aceptada como estudio histórico. 

El sentido de una norma jurídica ha de adaptarse a las nuevas necesidades, a la realidad social del tiempo de aplicación. Los preceptos jurídicos deben ajustarse a circunstancias surgidas con posterioridad a su época de formación.
 En el ensayo no se hace un solo análisis de circunstancias nuevas, posteriores a la aprobación de la Constitución Política, a las que el texto de la autonomía universitaria debiera adecuarse. Durante las varias décadas transcurridas desde su aprobación, la realidad social ha cambiado mucho, lo mismo que la nación costarricense, al igual que las Ciencias han tenido una vertiginosa evolución y, consecuentemente, también la noción de Universidad.

El sentido literal exagerado de las disposiciones legales queda superado por la interpretación hecha de conformidad con el espíritu y finalidad de las normas. Por espíritu de la norma ha de entenderse su sentido y contenido inmanente y por finalidad, la intencionalidad, eficacia o resultado de su aplicación.
 

El resultado de una interpretación literal o gramatical debe concordar siempre con la finalidad de la norma. Por eso la claridad no elimina la búsqueda del sentido de la ley.
 En el ensayo no se incorpora análisis alguno respecto al espíritu y finalidad de las normas jurídicas que consagran la autonomía universitaria.


Como puede concluirse con facilidad, los criterios de interpretación utilizados en el ensayo son muy deficientes e impiden sustentar cualquier hipótesis en ellos.
7.
Vigilancia y control de la Contraloría General sobre la Universidad
Han quedado expuestas múltiples razones que explican la peculiar naturaleza de la Universidad de Costa Rica, que impiden que se le pueda aplicar un régimen jurídico similar al que se utiliza para el resto de las instituciones públicas. La autonomía universitaria no se circunscribe solo al ámbito administrativo. La autonomía comprende distintas manifestaciones, entre las que pueden destacarse la capacidad para gobernarse y, particularmente, la capacidad para organizarse. 
Tales alcances de la autonomía, establecidos por la Constitución Política, impiden que el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo puedan interferir regulando las actividades de la institución o estableciendo su organización. Cualquier norma, disposición o lineamiento emanados del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo carecen de efectos sobre la esfera de autonomía: no obligan, ni vinculan en forma alguna.

Por tales motivos, las leyes que atribuyan a la Contraloría General facultades para interferir en la gestión o en la organización de las instituciones públicas, es decir, para intervenir —activamente— en su gobierno y en su organización, no son aplicables a la Universidad de Costa Rica. La institución universitaria se administra, se gobierna y se organiza mediante las normas, disposiciones o directrices emanadas de ella misma.

La Contraloría General, lo mismo que la Oficina de Contraloría Universitaria, no tienen funciones de “administración activa”. La Constitución le otorga a la Contraloría General funciones de vigilancia, de fiscalización, de evaluación o control de resultados y de rendición de cuentas. La Universidad de Costa Rica está sujeta a tales funciones típicas o constitucionales de la Contraloría General y no ha hecho cuestionamiento alguno de ellas.

Otra cosa, totalmente diferente, son las funciones adicionales que por disposición legal, autorizadas por la Constitución, se le hayan agregado a la Contraloría General, constituyendo funciones atípicas. Estas otras funciones de carácter legal, en cuanto interfieran o lesionen la esfera constituida por la autonomía consagrada en la Constitución, no pueden ser aplicadas a la Universidad de Costa Rica. 
Ciudad Universitaria Rodrigo Facio, abril de 2009.

( Catedrático, Director de la Oficina Jurídica, Universidad de Costa Rica.


� En los cuatro primeros incisos del artículo 184 de la Constitución Política se señalan distintos deberes y atribuciones de la Contraloría y en el quinto se agrega “Las demás que esta Constitución o las leyes le asignen”. Esto no significa que todas las funciones de la Contraloría sean de carácter constitucional. Las atribuciones adicionales que las leyes ordinarias agreguen a la Contraloría son atribuciones de origen legal. Estas no son atribuciones de rango constitucional, como es evidente. 


� Posteriormente en 1975 sin modificarse ese párrafo del artículo 84, después de haber sido creadas otras Universidades estatales, se le adicionó lo siguiente: 


“Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica.


El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación.”


Además, también desde el año 1949, en el artículo 85 se garantizó la autonomía económica o financiera.


� Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española (22ª ed.) voz institución, 3ª acepción. Consultada en � HYPERLINK "http://buscon.rae.es/draeI/" ��http://buscon.rae.es/draeI/� 


� El artículo 85 de la Constitución desarrolla esta noción de financiación. Dispone que el Estado: a) dotará de patrimonio a las cuatro Universidades estatales, b) les creará rentas propias, independientemente de las originadas en estas instituciones, y c) mantendrá —con las rentas actuales y con otras que sean necesarias— un fondo especial para el financiamiento de la Educación Superior Estatal. Las rentas de este fondo no podrán ser abolidas, ni disminuidas, si no se crean al mismo tiempo otras mejores que las sustituyan.


� Artículo 183. La Contraloría General es órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública y se le ha dotado de independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores. Véase Murillo, M. “Naturaleza jurídica de la Contraloría General de la República”Revista de Ciencias Jurídicas (San José, Nº 49,  enero-abril 1984) pp. 143-148.


� Artículos 188 a 190. Las instituciones autónomas gozan de independencia administrativa y están sujetas a la ley en materia de gobierno.  


� Las instituciones autónomas, como personas jurídicas, poseen patrimonio propio. Sin embargo, sus atribuciones dominicales sobre los elementos constitutivos de ese patrimonio se encuentran delimitadas por las leyes que regulan su organización propia, así como por las leyes que definen las características y los alcances del gobierno que les resulte aplicable.


� El párrafo segundo del artículo 73 de la Constitución establece: “La administración y el gobierno de los seguros sociales estará a cargo de una institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social”. No indica expresamente que la institución ostente facultades para darse su propio gobierno, sino que el gobierno de los seguros sociales estará a cargo suyo. No posee la capacidad de organización, como sí la tienen las Universidades estatales.


�  Véase el estudio “Repensar la autonomía de la Universidad de Costa Rica”, en � HYPERLINK "http://www.juridica.ucr.ac.cr/" ��http://www.juridica.ucr.ac.cr/�, pp. 4 a 9. Como la Universidad no está “centralizada” en el Gobierno de la República, se podría aceptar su carácter de institución descentralizada, como lo son también las Municipalidades. Sin embargo, la descentralización aplicada a la Universidad resulta inseparable de la capacidad jurídica plena para gobernarse y organizarse, que excluye e impide los efectos de una ley o de cualquier otra norma referente al gobierno o a la organización que no provenga de ella misma. No es una simple descentralización administrativa, como tampoco sólo una descentralización política o de gobierno, sino que ostenta una descentralización organizativa, que excluye la interferencia, entre otros, del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. El Estado costarricense no es absolutamente centralista, ni absorbe en monopolio las atribuciones de organización.


� Artículo 1 de Ley Orgánica de la Universidad de Costa Rica, número 362 de 26 de agosto de 1940 (derogada implícitamente al ser aprobada la Constitución Política de 1949).


� No compete a la Asamblea Legislativa definir, describir o delimitar las funciones universitarias. Tal tarea se deriva de las potestades de autoorganización y de autogobierno que corresponden a la propia Universidad de Costa Rica y que le permiten adaptar la institución universitaria a los cambios que se susciten.— La Sala Constitucional, en la resolución número 1313-93, sin intentar agotar la totalidad de los elementos contenidos dentro de las funciones universitarias, expresó que “… la Universidad no es una simple institución de enseñanza (…) pues a ella corresponde la función compleja, integrante de su naturaleza, de realizar y profundizar la investigación científica, cultivar las artes y las letras en su máxima expresión, analizar y criticar, con objetividad, conocimiento y racionalidad elevados, la realidad social, cultural, política y económica de su pueblo y el mundo, proponer soluciones a los grandes problemas y por ello en el caso de los países subdesarrollados, o poco desarrollados, como el nuestro, servir de impulsora a ideas y acciones para alcanzar el desarrollo en todos los niveles (espiritual, científico y material), contribuyendo con esa labor a la realización efectiva de los valores fundamentales de la identidad costarricense, que pueden resumirse (…) en los de la democracia, el Estado Social de Derecho, la dignidad esencial del ser humano y el "sistema de libertad", además de la paz (artículo 12 de la Constitución Política), y la Justicia (41 ídem)…” (Considerando VI). Todas esas funciones —no únicas, ni taxativas— podrían ser estimadas como funciones típicas de la Universidad, a las que es preciso agregar otras adicionales: sin perjuicio de las especialidades o materias que se le asignen, como también se indica en la citada resolución. La autonomía no está circunscrita exclusivamente a las funciones universitarias, sino que está vinculada de modo esencial con la plena capacidad jurídica para el gobierno, la organización y la contratación y a la existencia de la hacienda universitaria.


� Las funciones universitarias atípicas vienen a estar constituidas por aquellas materias, extrañas al quehacer propio de la Universidad, que son encargadas adicionalmente a la institución mediante disposiciones legales, como se regula en el artículo 88 de la Constitución Política.


� Ortiz Ortiz, E., Tesis de Derecho Administrativo (Stradtmann Edit., San José, 2002) I, p. 35. 


� La autonomía es condición esencial para el cumplimiento de la misión propia de la Universidad. La Sala Constitucional, en la mencionada resolución número 1313-93, expresó al respecto que “… la autonomía universitaria tiene como principal finalidad, procurar al ente todas las condiciones jurídicas necesarias para que lleve a cabo con independencia su misión de cultura y educación superiores…”  (Considerando VI).


� Artículo 1. El artículo 149, inciso 1, establece la responsabilidad del Presidente de la República y de su Ministro si coartasen la libertad, independencia o integridad territorial de la República.


� Articulo 9. Esta norma constitucional también establece que el Tribunal Supremo de Elecciones tiene el mismo rango e independencia de los Poderes. En el artículo 99 se reitera la independencia en el desempeño de su cometido. El artículo 149, inciso 3, establece la responsabilidad del Presidente de la República y su Ministro si coartasen la independencia de la Asamblea Legislativa. A pesar de esta separación entre Poderes, no existe obstáculo para que la Asamblea apruebe leyes que regulen la organización del Poder Judicial, del Poder Ejecutivo o del Tribunal Supremo de Elecciones. Pero, no obstante su amplitud, la potestad legislativa no puede interferir en las funciones, ni en los ámbitos de plena capacidad jurídica, comprendidos dentro de la autonomía universitaria.


� El término menor recuerda la condición de minoría de edad de las personas y la consecuente limitación a su capacidad de obrar. La plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica impide que se le pueda comparar con una persona menor de edad. En sus relaciones con el Estado tendría que comparársele más bien con una persona mayor de edad, con plenitud de capacidad, con un homo sui iuris.


� Resolución número 1313-93 de la Sala Constitucional (Considerando V).


� Artículo 183. La independencia referida a las funciones implica necesariamente la independencia administrativa. No puede concebirse una independencia funcional sin la indispensable independencia administrativa para ello. A la inversa, la independencia administrativa —concedida a las instituciones autónomas, artículo 188— está dirigida a asegurar su independencia funcional.


� La legislación ordinaria regula la estructura y las funciones de la Contraloría General de la República. No solamente puede delimitar su competencia, sino que también puede aumentar las funciones que, de modo expreso, se indican en la Constitución Política. El sometimiento a la legislación ordinaria de este importante órgano auxiliar del Poder Legislativo, es semejante al que se establece en el artículo 186 para el Tesorero Nacional y el Subtesorero, quienes gozan de independencia en el ejercicio de sus atribuciones, las cuales serán reguladas por la ley. El aumento de funciones o atribuciones legales no puede menoscabar la independencia funcional y la plena capacidad jurídica garantizada a la Universidad de Costa Rica por la Constitución Política, en forma expresa y directa.


� La distinción entre límites y limitaciones no es cuestión de mera terminología. Los límites enmarcan el contenido normal de los derechos. Operan a modo de fronteras o, en forma más clara, determinan el ámbito del ejercicio legítimo de un derecho. Las limitaciones afectan el contenido normal de un derecho, disminuyéndolo; implican restricciones o gravámenes. Los límites de un derecho pueden estar definidos por la ley, pero la ley no puede ser arbitraria. La ley no puede cercenar injustificadamente un derecho porque estaría imponiendo ilegítimamente una limitación.  


� Artículo 36 del Código Civil. — Ante la objeción que pudiera presentarse arguyendo que el Derecho administrativo es independiente de otros ramos del Derecho (artículo 9 de la Ley General de la Administración Pública), excluyendo la aplicación del Código Civil a la capacidad jurídica de una institución pública, basta considerar que las diversas ramas del Derecho no pueden ser consideradas como compartimentos estancos. El concepto fundamental del Derecho y sus formas de interpretación deben ser generales para todas las ramas. De lo contrario, habría que aceptar que el Derecho privado habría concluido, reducido a un pequeño ámbito en el que se hallaría acorralado, como una especie en extinción. Vallet de Goytisolo, J., Panorama del Derecho Civil (Bosch, Barcelona, 1973) p. 80.—  No se puede establecer una separación tajante entre en Derecho privado y el Derecho público: “… la persona jurídica no es un concepto de mero Derecho privado, sino de Derecho civil en sentido histórico, es decir, del Derecho sin más especificaciones. Pero el civilista, sin necesidad de competir con los especialistas en lo que sea materia de puro Derecho público, no podía ignorar estos conceptos generales cuyo estudio le compete en alguna mayor medida que a los cultivadores de parcelas más modernas. Por otra parte, la intervención de la Administración no implica la reconducción de la materia intervenida al campo del Derecho público…” Lacruz Berdejo, J.L. y otros, Parte General del Derecho Civil (José María Bosch, Barcelona, 1992) I, 2º, p. 250.


� Díez-Picazo, L., y Gullón, A., Instituciones de Derecho Civil (Tecnos, Madrid, 2000) I, 1, p. 146. En sentido similar, el profesor Víctor Pérez distingue entre capacidad jurídica y capacidad de actuar Derecho Privado (Publitex, San José, 1988) pp. 38-47.


� Las obligaciones civiles derivadas de hechos ilícitos, es decir, las responsabilidades civiles extracontractuales, se originan como consecuencia del daño atribuido a una persona. La existencia de patrimonio propio (artículos 84 y 85 de la Constitución Política) obliga a la Universidad de Costa Rica a responder por los daños que llegase a causar.


� Artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El artículo 8-1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que los funcionarios judiciales no podrán aplicar leyes ni otras normas o actos de cualquier naturaleza, contrarios a la Constitución Política o al derecho internacional o comunitario vigentes en el país. Si tuvieren duda sobre la constitucionalidad de esas normas o actos, necesariamente deberán consultar ante la jurisdicción constitucional. Tampoco podrán interpretarlos ni aplicarlos de manera contraria a los precedentes o la jurisprudencia de la Sala Constitucional.


� Resolución número 5947-98 dictada por la Sala Constitucional a las 14:32 horas del 19 de agosto de 1998. Al contestar la acción, la Procuraduría General de la República expresó que la Constitución solo exige el refrendo de la Contraloría General respecto de las obligaciones que se contraen con cargo a los fondos del Estado, no así las que comprometen presupuestos de instituciones descentralizadas. La Contraloría General, por su parte, manifestó que únicamente se encuentran sujetos al refrendo contralor los contratos administrativos que suscriban los órganos que integran el “Estado-persona” o “Estado-sujeto” y excepcionalmente los entes menores, cuando así lo disponga la ley.— Posteriormente, esta resolución fue aclarada por la número 9524-99 de 9:06 horas del 3 de diciembre de 1999, en la que se manifestó: …es constitucionalmente posible que en atención a la naturaleza, objeto y cuantía de la contratación de que se trate, éste órgano (Contraloría General) establezca condiciones razonables y proporcionadas a la facultad que el artículo 184 constitucional le otorga para refrendar los contratos del Estado, con miras a no crear mecanismos que afecten una expedita gestión administrativa, y en atención al interés público. La Constitución no prevé la delegación de esta función que, en cualquier caso, únicamente está referida a los contratos del Estado y no de las Municipalidades, instituciones autónomas, ni Universidades estatales.— Es interesante señalar, en contraposición a lo indicado, que la misma Sala Constitucional, en resolución 10760-2000 de 10:12 horas del 1º de diciembre de 2000, hizo la siguiente consideración: “… La Universidad de Costa Rica, a pesar de ser una institución pública de rango constitucional, no difiere de los demás centros de educación superior, públicos y privados, en lo referente a los requisitos que sus egresados deben cumplir a la hora de incorporarse al Colegio de Abogados, excepción hecha solamente a las diferencias propias de su carácter público, como la no necesidad de refrendo de sus actos por parte de otra Administración…”


� El inciso primero del artículo 184 de la Constitución Política establece que corresponde a la Contraloría General de la República, entre otras funciones, la de fiscalizar la ejecución y liquidación de los presupuestos ordinarios de la República y, a continuación, incorpora el citado segundo párrafo. Esta norma constitucional está referida al presupuesto ordinario de la República, es decir, únicamente al presupuesto del Gobierno Central (Ministerios de Gobierno, Asamblea Legislativa, Corte Suprema de Justicia y Tribunal Supremo de Elecciones). Ver artículos 176 a 181 y 121, inciso 11. No está relacionado el artículo 184 con las Municipalidades, ni con las instituciones autónomas, ni con la Universidad de Costa Rica, con respecto a las cuales no existe obligatoriedad constitucional alguna de obtener refrendo de la Contraloría General a sus contratos. Tal obligatoriedad podría emanar de una ley, pero la ley no puede interferir en el gobierno, ni en la organización de la Universidad de Costa Rica, ni puede menoscabar, disminuir o condicionar su plena capacidad jurídica, constitucionalmente otorgada y garantizada.


� Galdames, Luis, La Universidad Autónoma (Ed. Borrasé, San José, 1935) p. 83.


� Artículo 4 de la Ley Orgánica de la Universidad de Costa Rica, número 362 de 26 de agosto de 1940 (derogada).


� Artículo 5, ibidem.


� Asamblea Nacional Constituyente de 1949, Actas (Imprenta Nacional, San José, 1953) I, p. 36. La Comisión Redactora del proyecto de Constitución Política de la Segunda República estuvo integrada por los señores Fernando Volio Sancho, Fernando Baudrit Solera, Manuel Antonio González Herrán, Fernando Lara Bustamante, Rafael Carrillo Echeverría, Fernando Fournier Acuña, Rodrigo Facio Brenes, Eloy Morúa Carrillo y Abelardo Bonilla Baldares. Ibidem p. 12. El señor Baudrit Solera, en esa época, ocupaba el cargo de Rector de la Universidad de Costa Rica. 


� Asamblea Nacional Constituyente de 1949, Actas, III, p. 311.


� Gobierno y organización son conceptos diferentes a los que utilizó la propia Asamblea Nacional Constituyente al incorporar la figura de las instituciones autónomas, dotadas inicialmente de independencia de gobierno y de independencia de administración. El texto original del artículo 188 decía así: “Las instituciones autónomas del Estado gozan de independencia en materia de gobierno y administración, y sus directores responden por su gestión”.  En el año 1968 fue eliminada la independencia de gobierno y en vez de ello se indicó que las instituciones autónomas “… están sujetas a la ley en materia de gobierno”. Respecto de la Caja Costarricense de Seguro Social, véase lo indicado en nota 8, supra.


� Sala Constitucional, resolución número 6256-94.  


� Cfr. Calderón, R. “La recentralización administrativa en Costa Rica” Revista de Ciencias Jurídicas (San José, Nº 52,  enero-abril 1985) pp. 11-46. Ver también: Romero, J.E. “De la descentralización a la re-centralización administrativa” Revista de Ciencias Jurídicas (San José, Nº 50,  mayo-agosto 1984) pp. 115-129.


� La eliminación de la independencia de gobierno de las instituciones autónomas, en el artículo 188 de la Constitución Política, no afectó la plena capacidad jurídica de la Universidad de Costa Rica para darse su propio gobierno (artículo 84). La Universidad continuó manteniendo, además, la plena capacidad jurídica para autoorganizarse, que nunca fue poseída por las instituciones autónomas.


� La Sala Constitucional, en resolución número 495-92, comentó “… la diferencia entre la llamada autonomía organizativa y la administrativa; la primera comprende la libertad del ente para determinar su propia estructura y el reparto de sus atribuciones sin admitir interferencia alguna; mientras que la autonomía administrativa se refiere a la libertad de actuación concreta del ente (artículo 188 de la Constitución Política). Partiendo de la anterior aclaración, la autonomía tal y como se encuentra dispuesta en el artículo 188 de la Constitución, significa que las instituciones de este orden deben poder administrarse con independencia, esto es, que con base en el principio de legalidad y dentro de los alcances de la Carta Política contar con las facultades administrativas necesarias para llevar adelante su cometido; una de esas potestades es la administración autónoma de los recursos humanos…”


� La desconcentración transfiere competencias a órganos del mismo ente, en línea jerárquica. La descentralización institucional se contrae al aspecto funcional o de servicios, encomendando toda una función estatal a un ente público institucional creado al efecto. Zubiaur, J.A. “Centralismo. Descentralización Política”, en Gran Enciclopedia Rialp (Madrid, 1984) T. 5, p. 501.


� Puede verse una lista —del año 2000— de órganos con personería jurídica instrumental en Saborío Valverde, R. Propuesta de Modelo para la Reforma del Marco Legal de la Administración Pública Costarricense, en la dirección � HYPERLINK "http://www.cesdepu.com/modelo.doc" ��http://www.cesdepu.com/modelo.doc� 


� Teoría personalista del patrimonio, atribuida a Aubry y Rau. Cfr. Díez Picazo y Gullón, op. cit., p. 241.


� Iglesias, J., Derecho romano. Historia e instituciones (11ª ed., Ariel, Barcelona, 1998) p. 135.


� De Castro y Bravo, Federico, Temas de Derecho Civil (Madrid, 1972) p. 40.


� El artículo 8 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (número 7428 de 26 de agosto de 1994) describe qué entiende como hacienda pública:


“La Hacienda Pública estará constituida por los fondos públicos, las potestades para percibir, administrar, custodiar, conservar, manejar, gastar e invertir tales fondos y las normas jurídicas, administrativas y financieras, relativas al proceso presupuestario, la contratación administrativa, el control interno y externo y la responsabilidad de los funcionarios públicos.


Respecto a los entes públicos no estatales, las sociedades con participación minoritaria del sector público o las entidades privadas, únicamente formarán parte de la Hacienda Pública los recursos que administren o dispongan, por cualquier título, para conseguir sus fines y que hayan sido transferidos o puestos a su disposición, mediante norma o partida presupuestaria, por los Poderes del Estado, sus dependencias y órganos auxiliares, el Tribunal Supremo de Elecciones, la administración descentralizada, las universidades estatales, las municipalidades y los bancos del Estado. Los recursos de origen distinto de los indicados no integran la Hacienda Pública; en consecuencia, el régimen jurídico aplicable a esas entidades es el contenido en las Leyes que las crearon o los ordenamientos especiales que las regulan.


El patrimonio público será el universo constituido por los fondos públicos y los pasivos a cargo de los sujetos componentes de la Hacienda Pública. Serán sujetos componentes de la Hacienda Pública, el Estado y los demás entes u órganos públicos, estatales o no, y las empresas públicas, así como los sujetos de Derecho Privado, en cuanto administren o custodien fondos públicos por cualquier título, con las salvedades establecidas en el párrafo anterior.”


� Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, voz hacienda, 4ª acepción. También en una 3ª acepción se aplica al departamento de la Administración Pública que elabora los presupuestos generales, recauda los ingresos establecidos y coordina y controla los gastos de los diversos departamentos. Cuando la palabra hacienda se refiere a esta oficina se utiliza con mayúscula inicial.


� La Ley General de la Administración Pública, aunque aplica el término Administración Pública al Estado y los demás entes públicos, cada uno con su personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado (artículo 1), establece que las reglas de esta Ley que regulan la actividad del Estado serán aplicadas a los otros entes públicos en ausencia de norma especial para estos (artículo 2). En el caso de las Universidades públicas se aplican las normas especiales provenientes de la organización que cada una de ellas se hubiesen otorgado, al amparo de su capacidad jurídica plena de organización.


� La denominación “hacienda universitaria” es utilizada por el Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica, Capítulo II de su Título IV. 


� En el año 2003 la Universidad de Costa Rica había proyectado construir un edificio para alojar la Escuela de Ingeniería Eléctrica. Las obras iban a ser financiadas mediante un préstamo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Antes de ser firmado el contrato respectivo, fue enviado a la Contraloría General para efecto de refrendo. Este órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa impuso arbitrarias condiciones para otorgar el refrendo, por lo que se retrasó varios meses el otorgamiento del préstamo y el inicio de la construcción. Consecuencia de ello fue el aumento de varios millones de colones en el valor del edificio, que tuvo que ser cubierto a costa de la hacienda universitaria.


� López Rojas, Carla y Cascante Salas, Warner “La autonomía universitaria: sus alcances y límites” Revista de Ciencias Jurídicas (San José, Nº 113,  mayo-agosto 2007) pp. 13-58.


� Insumos son aquellos bienes empleados en la producción de otros bienes. Cfr. Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española. Aunque pueda admitirse la utilización metafórica del término, no deja de expresar un matiz más de Economía que de Derecho, lo que se comprende con facilidad al conocer la función de auditoría, es decir, de revisión de cuentas, desempeñada por los autores.   


� “… Al analizar el concepto de autonomía universitaria en las diversas fuentes, es evidente que todas ellas, salvo una (la nueva posición de la Oficina Jurídica de la Universidad de Costa Rica) son congruentes entre sí en cuanto a la conceptualización de sus alcances y límites…” p. 52.


�  El texto completo se encuentra disponible en la dirección indicada supra en nota 9.


� Los autores utilizan un razonamiento falso. La fiscalización de la Contraloría General está establecida, al igual que la autonomía universitaria, en el texto constitucional. La Universidad de Costa Rica puede, y debe, ser objeto de vigilancia, de fiscalización a posteriori. Pero las actuaciones de la Contraloría General no se circunscriben solo a la fiscalización o a la vigilancia, sino que abarcan una gran cantidad de funciones de control, entendido como intervención, como interferencia, como imposición de una subordinación a los entes y órganos, es decir, como intromisión a priori dentro de los procedimientos y actividades. La autonomía universitaria legítimamente rechaza y resiste este tipo de control.


� Artículo 184, inciso 4, y artículo 11 de la Constitución Política. Aunque la Universidad de Costa Rica lo ha aceptado en la práctica por simples razones de conveniencia u oportunidad —no de necesidad—, sus presupuestos no requieren de aprobación de la Contraloría General (los artículos 184, inciso 2, y 176, párrafo segundo, se refieren a las instituciones autónomas y a las Municipalidades, no a la Universidad). La aprobación del presupuesto anual universitario corresponde al Consejo Universitario (artículo 30, inciso e) del Estatuto Orgánico) y esta aprobación es suficiente, es decir, no precisa de trámite adicional alguno ni, menos, de otra aprobación ulterior por la Contraloría General.


� Los autores del ensayo recortan opiniones de don Rodrigo Facio pronunciadas en sesiones número 162 del 6 de octubre de 1949, y número 166 del día 13 de ese mismo mes, que no tienen nexo alguno con la autonomía universitaria, como ellos lo indican erróneamente. La autonomía de la Universidad de Costa Rica había sido debatida con anterioridad en sesiones número 154 y número 155 de 21 y 22 de setiembre de 1949. Inexplicablemente los autores omitieron toda referencia al acta de la sesión número 161, en la que don Rodrigo Facio expresó: “… si permitimos que el Congreso, que un congreso normalmente movido por razones políticas, pueda libremente legislar sobre las funciones de la competencia Universitaria, entonces la famosa autonomía se convierte en humo…”


� El artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública, al regular la desconcentración de los órganos, establece la desconcentración mínima cuando el superior no pueda avocar competencias del inferior, ni revisar su conducta y la desconcentración máxima cuando el inferior esté sustraído a órdenes, instrucciones o circulares del superior.


� Cfr. Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española.


� Cfr. Saborío Valverde, supra nota 39. 


� Saborío Valverde, ibid., al respecto cita a Chapus, R., Droit Administratif Général, (13 ed., Montchrestien, Paris, 1999) T. I, p. 253: "Las colectividades locales son exclusivamente, al contrario del Estado, instituciones administrativas. No tienen ni Constitución propia, ni poder legislativo, ni tribunales juzgando en su nombre. Las colectividades locales son únicamente una administración, como es normal dentro de un Estado en el que la descentralización no excluye el carácter unitario. La organización de esa Administración es totalmente determinada  por la Constitución y por las leyes y decretos, es decir por el Estado"


� Cfr. Chevallier, J. L'Etat, (Dalloz, Paris, 1999) p. 61, cit. por Saborío Valverde, ibid. 


� No debe confundirse la noción de Estado unitario con la de gobierno unitario. La palabra gobierno “…  tiene varios sentidos: 1º puede designar al conjunto de órganos políticos del Estado, incluyendo al Parlamento; 2º puede designar un órgano de gobierno particular, que corresponde a la noción de poder ejecutivo en la teoría liberal, en oposición al Parlamento, que encarna el poder legislativo; 3º también puede designar  sólo un elemento de este ejecutivo, el ministerio o gabinete ministerial, por oposición al jefe del Estado” Duverger, M. Instituciones políticas y Derecho constitucional (trad. del francés, Ed. Ariel, Barcelona, 1982) p. 125. En la Constitución Política se utiliza el término gobierno en distintos sentidos: el Gobierno de la República es ejercido por el pueblo y los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial (artículo 9), el gobierno de los seguros sociales está a cargo de la Caja Costarricense (artículo 73), la Universidad de Costa Rica posee gobierno propio (artículo 84), el Gobierno municipal (artículo 169), el gobierno de las instituciones autónomas (artículo 188) y en otras disposiciones también se refiere a Ministros de Gobierno y al Consejo de Gobierno. La Constitución no establece un gobierno unitario, ni tampoco un gobierno totalitario, que concentre la totalidad de los poderes estatales. 


� En la resolución número 4091-94, la Sala Constitucional consideró que "Desde el punto de vista constitucional, es necesario comenzar por recalcar que Costa Rica, desde su nacimiento, ha sido un Estado unitario concentrado, lo cual quiere decir que no ha tenido nunca ningún tipo de descentralización política propiamente dicha. La única que ha conocido, es la administrativa, sea esta territorial -municipios- o institucional”. Tales afirmaciones, categóricas y terminantes, no reflejan la realidad. Aunque se pudiera admitir, matizando los términos, que el Estado costarricense sea unitario, no es cierto que sea concentrado, a pesar del proceso de recentralización. En otra resolución número 6256-94, dictada pocos meses después, la Sala Constitucional reconoció la existencia de distintas formas de autonomía dentro del ordenamiento costarricense: administrativa,  política y, organizativa; las dos primeras son oponibles al Poder Ejecutivo; la tercera, al Poder Legislativo. Esta tercera es propia de las Universidades estatales.


� Romano, S. El ordenamiento jurídico (trad. del italiano, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1963) p. 205.


� Cfr. Romano, S. Fragmentos de un diccionario jurídico (trad. del italiano, EJEA, Buenos Aires, 1964) p. 40.


� Las actuaciones de la Universidad de Costa Rica son actuaciones del Estado costarricense. Al Estado se le imputan las actuaciones no solo del Poder Ejecutivo, o del Legislativo, o del Judicial, sino también de todas aquellas instituciones —entes u órganos— que tengan capacidad para actuar como Estado. La autonomía, en sus diversas manifestaciones, atribuida a la Universidad de Costa Rica otorga esta capacidad, dentro del ámbito conferido constitucionalmente.


� El oficio C-269-2003 de la Procuraduría General de la República corresponde a una consulta hecha en una época en la que aún no se había desarrollado la denominada nueva posición de la Oficina Jurídica. 


� La estructura orgánica del Estado no solo significa que está constituido por órganos o dependencias suyas, sino también que determinados entes estatales, con personería jurídica propia, están vinculados orgánicamente al Estado y, propiamente, son Estado dentro de sus competencias. No hay contradicción en lo expuesto. Una persona física puede ser considerada órgano de una institución, lo mismo que una persona jurídica puede enmarcarse dentro de una relación orgánica con el Estado. En su ámbito propio, la Universidad de Costa Rica está facultada para crear entidades con personería jurídica propia que, vinculadas a ella orgánicamente, faciliten el cumplimiento de sus fines y el desempeño de sus funciones.


� Una cosa es el territorio como elemento del Estado y otra, diferente, es la titularidad dominical de los inmuebles universitarios. Defender su carácter de propietaria no es alegar extraterritorialidad. Los bienes universitarios pertenecen, en propiedad privada, a la Universidad de Costa Rica, no al Estado costarricense. Las funciones universitarias no se encuentran circunscritas, geográficamente, a una porción determinada del territorio nacional. La autonomía universitaria es mucho más que un espacio físico. A la Universidad, por otra parte, no puede encerrársele dentro del territorio del Estado. La Universidad debe superar esos límites territoriales y proyectarse hacia la región y hacia todo el mundo. La búsqueda de la verdad, la labor científica, no tiene fronteras nacionales. Esta globalización de las actividades universitarias no surge como consecuencia de la facilidad actual de las comunicaciones mundiales, sino que se encuentra en el origen mismo de las más antiguas universidades medievales. Eran universidades extraterritoriales o mejor dicho supraterritoriales, universales, antes de que surgiera la tendencia nacionalista.


� El control de legalidad con respecto a las actuaciones de la Universidad de Costa Rica debe hacerse conforme a las leyes y normas que, efectivamente, le resulten aplicables. Una ley que pretenda imponer determinado tipo de organización a la Universidad no es aplicable porque no puede interferir sobre la capacidad plena que posee esta institución para darse su propia organización. La norma constitucional prevalece sobre la norma de carácter legal. El principio de legalidad referido a la Universidad de Costa Rica, por consiguiente, no está constituido por el conjunto indiscriminado de normas jurídicas, sino solo por aquellas que, efectivamente, resulte legítimo aplicarle. La libertad, connatural a la institución universitaria, determina que a la Universidad se le aplique, en plenitud, el artículo 28 de la Constitución, que establece un principio general: nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones. Esto mismo se concreta, para efectos de la autonomía, en el artículo 87: la libertad de cátedra es principio fundamental de la enseñanza universitaria. A la vez, se vincular con el artículo 84 que, al otorgar a la Universidad plena capacidad jurídica para gobernarse, organizarse y contratar, está habilitando en forma general la actuación o gestión universitaria, conforme al principio de libertad, y no conforme a un principio de legalidad (artículo 11), estrechamente mal entendido, inaplicable a la institución universitaria debido a que las leyes no pueden interferir en el ámbito propio de la autonomía universitaria.


� A estos conceptos se hizo referencia en nota 21, supra.


� Cfr. resolución número 4395-95 de la Sala Constitucional: las calles universitarias son privadas.


� Leyes como la mencionada introducen discriminaciones en la contratación de esos profesionales. Las instituciones del sector público están obligadas a pagar determinados sobresueldos. Las instituciones del sector privado, no. A esos grupos de profesionales se les privilegia con pagos y sobresueldos adicionales. A los restantes grupos profesionales no se les reconoce ninguno de esos extremos. Una ley tal provoca aumento en el pago de salarios de las instituciones públicas, mientras que las privadas no son afectadas; por otra parte, la introducción de privilegios a determinados profesionales genera desigualdad injustificada con respecto a otros, que tienen funciones similares y soportan riesgos similares o, como ocurre también, no están expuestos a riesgo adicional alguno.


� La misma crítica puede hacerse a los extractos de los profesores Hugo Alfonso Muñoz (p. 36) y Jorge Enrique Romero (p. 38) contenidos en el ensayo.


� En una entrevista publicada en el periódico La Nación del 29 de marzo de 2009, suplemento El País, p.10, la señora Contralora General, Licda. Rocío Aguilar Montoya, manifestó: “… se confunde mucho el tema de poder gobernar y de dirección con el exceso de burocracia, y eso no es de origen constitucional. Cuando uno oye las críticas a la Contraloría de que coadministra. ¡Por Dios, claro que coadministra! ¿Cómo no lo va a hacer si hay un altísimo porcentaje de funciones atípicas que en los últimos años ha venido endilgándole la Asamblea Legislativa? Los mismos diputados lo expresan. Cada vez que hacen una ley y tienen temor de algo con qué cierran la ley?…‘y la Contraloría y la Contraloría…’. ”


� Pueden leerse supra, en el apartado “2. Independencia funcional”, algunos extractos comentados de la mencionada resolución 1313-93 de la Sala Constitucional, en sentido radicalmente diferente al indicado por los autores del ensayo.


� Artículo 10, contenido en el Título Preliminar del Código Civil, reformado por ley Nº 7020 del 6 de enero de 1986. 


� Puig Brutau, José, Introducción al Derecho Civil (Bosch, Barcelona, 1981) p. 319.


� Ibid. p. 320.


� Los autores expresaron que se “… consagra a nivel constitucional, la autonomía universitaria, instituto jurídico que, junto con otras regulaciones como lo son el equilibrio de poderes dado en la división de éstos en legislativo, ejecutivo y judicial, las garantías individuales y sociales, la creación de instituciones propias de la seguridad social como la Caja Costarricense del Seguro Social, y de control y fiscalización superior como la de la Contraloría General de la República, entre otras regulaciones contenidas en la Carta Magna, perfilan el Estado costarricense…” y agregaron que todo ello constituye un “… aspecto holístico que no debe de (sic) perderse de vista en un análisis sobre la autonomía otorgada a las Universidades Públicas (p. 21) Ningún análisis hacen sobre el equilibrio y la división de poderes, ni sobre las garantías  individuales y sociales. Atribuyen a la Contraloría General de la República facultades constitucionales de control y fiscalización superior, que no lo son de naturaleza constitucional sino simplemente de carácter legal. La Constitución Política no confiere de modo expreso a la Contraloría General, respecto a la Universidad de Costa Rica, atribuciones de control. El término “holístico” se aplica a aquello perteneciente o relativo al holismo, que es doctrina que propugna la concepción de cada realidad como un todo distinto de la suma de las partes que lo compone. (Ver Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española). Parecieran haber querido indicar en el ensayo que la autonomía debe analizarse en el contexto de las restantes normas constitucionales, pero no lo expresaron al utilizar indebidamente este neologismo.


� Puig Brutau, op. cit. p. 321.


� Ibid.


� Ibid., p 324.


� Díez-Picazo L., y Gullón, A., Instituciones de Derecho Civil (2ª ed., Tecnos, Madrid, 2000) I-I p. 101. Afirma otro autor que “… La ley debe ser interpretada y aplicada más en su espíritu que según su letra” Hervada, J., ¿Qué es el derecho? La moderna respuesta del realismo jurídico (Eunsa, Pamplona, 2002) p. 134.
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